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Resumen: Chile es un caso particularmente relevante para el estudio de la introducción de políticas 
de rendición de cuentas (RdC). Durante la primera década de los 2000 Chile intensificó el uso de 
estas medidas para intentar corregir “las fallas” de un mercado escolar altamente desregulado. El 
artículo examina el proceso de adopción de las políticas de RdC y la consolidación del Estado 
evaluador por medio de la construcción del “Sistema de Aseguramiento de la Calidad” durante el 
período 2006-2011. A nivel teórico, el artículo se basa en el enfoque de “la política y la semiótica de 
la adopción de políticas”. Metodológicamente, el estudio examina los documentos asociados al 
ámbito de la política (discursos oficiales, leyes, discusiones parlamentarias, informes, documentos 
gubernamentales), sumado a 27 entrevistas semi-estructuradas a personas involucradas en la 
producción de políticas (policy-makers, funcionarios del Ministerio, parlamentarios, asesores y 
técnicos). El artículo examina el proceso de construcción de la política, los factores que abrieron una 
“ventana de oportunidad” para consolidar dicha política, las disputas discursivas durante el proceso 
de deliberación, y la emergencia de la RdC como lugar de consenso que sedujo tanto a la derecha 
como al centro-izquierda. 
Palabras-clave: Chile; rendición de cuentas; mercado escolar; estandarización; historia de la 
educación 
 
The consolidation of the evaluative state through accountability policies: Trajectory, 
enactment and tensions in the Chilean education system 
Abstract: Chile is a particularly interesting case to study the introduction of accountability policies. 
During the 2000s decade, Chile intensified these measures to try to address the failures of a highly 
deregulated school market system. This article examines the adoption process of accountability 
policies and the consolidation of the Evaluative State through the construction of the National 
System of Quality Assurance of Education during the period 2006-2011. Theoretically, the article is 
based on the “politics and semiotics of policy adoption” approach. Methodologically, it examines 
documents associated with the policy (official speeches, laws, parliamentary discussions, reports, 
governmental documents), and draws on 27 semi-structured interviews with those involved in the 
production of the policy (policy-makers, Ministry officials, parliamentarians, advisers and 
technicians). The article examines the development of the policy process, the factors that opened a 
“window of opportunity” to consolidate the accountability model, the discursive disputes that 
emerged during the deliberation process, and the emergence of accountability policies as a policy 
approach that seduced both the right and the center-left. 
Keywords: Chile; accountability; school market; standardization; history of education 
 
A consolidação do Estado avaliador através de políticas de prestação de contas: Trajetória, 
produção e tensões no sistema educacional chileno  
Resumo: Chile é um caso particularmente relevante para o estudo da introdução das políticas de 
prestação de contas (accountability). Durante a primeira década dos 2000 Chile intensificou o uso 
destas medidas para tentar corrigir “falhas” de um mercado escolar altamente desregulamentado. 
Este artigo analisa o processo de adopção de políticas de accountability e a consolidação do Estado 
avaliador através da construção de "Sistema de Garantia de Qualidade" durante o período 2006-
2011. Teoricamente, o artigo é baseado na abordagem da “Política e semiótica da formulação de 
políticas.” Metodologicamente, o estudo examina os documentos associados ao campo da política 
(discursos oficiais, leis, debates parlamentares, relatórios, documentos do governo), além de 27 
entrevistas semiestruturadas a atores envolvidos na produção de políticas (decisores políticos, 
funcionários do Ministério, parlamentares, assessores e técnicos). Este artigo analisa o processo de 
construção de políticas, os factores que abriram uma “janela de oportunidade” para consolidar esta 
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política, lás disputas discursivas durante o processo de deliberação e o surgimento da accountability 
como um lugar de consenso que seduziu tanto à direita como ao centro-esquerda. 
Palavras-chave: Chile; prestação de contas; mercado escolar; estandardização; história da educação  
Introducción 
En las últimas décadas, la política de Rendición de Cuentas (RdC) ha penetrado en una 
amplia variedad de países de todo el mundo. En el caso Chileno, la expansión y consolidación de 
este enfoque surge a propósito de las críticas y “fallas” del mercado escolar, que se viene 
implementando desde los años 80s. Las reformas educativas pro-mercado que se adoptaron durante 
esa década, convirtieron a Chile en el primer país del mundo en implementar un sistema de subsidio 
a la demanda vía “voucher” de manera universal (Zancajo, 2017).  
Paradójicamente, en un esquema altamente desregulado, un Estado fuerte, que estandariza, 
evalúa y sanciona, emerge como “el salvador” del modelo mercantil. La mano invisible del mercado no 
era suficiente para regular y promover una educación de calidad y, ante tal constatación, se opta por 
recurrir a la mano visible del Estado a través de la RdC (Falabella, 2015, en prensa). Ello convierte Chile 
en un caso particular ya que, como señalan Verger y Normand (2015), la tendencia internacional ha 
sido la de utilizar la RdC como herramienta para introducir dinámicas de mercado a los sistemas 
educativos, mientras que en Chile, la RdC emergió a posteriori del diseño mercantil, justamente para 
intentar corregir las fallas de un esquema altamente liberalizado.   
En Chile, las políticas de mercado en educación se empezaron a aplicar hace casi cuarenta 
años y fueron impulsadas por la dictadura neoliberal (1973-1990), que llevó a cabo un amplio 
proceso de privatización. Las piedras angulares de este sistema son un sistema de voucher, la libertad 
de elección del centro escolar y un sistema nacional de evaluación de aprendizajes (SIMCE) cuyos 
resultados por establecimiento han sido difundidos públicamente entre los años 2000 (Fernández, 
2007) y 2015 (Mineduc, 2016). Los defensores de este modelo confiaban en que la competencia 
entre proveedores mejoraría la calidad educativa. Sin embargo, su aplicación práctica ha derivado en 
la generación de múltiples alteraciones, como el casi nulo control sobre el uso de los recursos 
estatales, la significativa segregación socio-educativa y la inequidad en la calidad de la oferta escolar 
(Bellei, 2015; Verger, Bonal, & Zancajo, 2016).  
Desde los inicios del modelo, bajo la dictadura, se diseñó, de modo incipiente, un ‘Estado 
evaluador’, que direccionaba “a la distancia” una dispersa red de ofertantes públicos y privados. En 
este período, se legisló respecto a la evaluación y publicación del desempeño escolar para orientar la 
“libre” elección y salida de los padres y empujar a que los profesionales de la educación tuvieran que 
rendirles cuentas a la comunidad por su desempeño. También, como evidencia Falabella (en prensa), 
se aspiraba a un sistema con sanciones estatales cuando la “comunidad” no fuera capaz de presionar 
ante ofertas escolares de baja calidad. No obstante, no se alcanzaron a concretizar dichas medidas de 
difusión e intervención, a pesar de ser ideales que circulaban en la época.  
Con la recuperación de la democracia, asume el poder ejecutivo la Concertación de Partidos 
Por la Democracia, conglomeración de centro-izquierda, por cuatro períodos presidenciales (1990-
2010). Durante la década de los 90 los gobiernos de centro-izquierda mantuvieron el esquema de 
financiamiento vía voucher e incluso se sumó la posibilidad de que los establecimientos escolares 
pudiesen cobrar una cuota a los padres (“financiamiento compartido”). Este esquema se 
complementó con, lo que fue llamado por el Ministerio de Educación, un “Estado activo” para 
“compensar el mercado”, considerando que las escuelas habían quedado en condiciones 
paupérrimas posteriormente a la dictadura cívico-militar. Este enfoque implicó medidas, tales como: 
Education Policy Analysis Archives  Vol. 25 No. 89      SPECIAL ISSUE 4 
 
 
aumento del gasto fiscal, entrega de apoyo material y pedagógico a los establecimientos, 
capacitaciones a docentes y programas de discriminación positiva.  
En este período se continuaron desarrollando instrumentos de evaluación estandarizada y se 
introdujeron las primeras medidas de RdC. En 1995 se comenzaron a difundir los resultados de las 
pruebas SIMCE en los medios (estipulado en la LOCE2, 1990) y se promulgó el Sistema Nacional de 
Evaluación del Desempeño (SNED), que establece un sistema de bonos salariales colectivos 
asociados al desempeño escolar.  
No obstante los avances anteriores, en la década de los 2000 es cuando se iniciaron con 
mayor fuerza las medidas de RdC y se ampliaron las evaluaciones estandarizadas. Este enfoque se 
articularía de manera más completa con la promulgación de la Ley de Subvención Escolar 
Preferencial (SEP, 2008), que otorga a las escuelas un mayor subsidio (voucher) por cada alumno 
proveniente de contextos de pobreza. Bajo este nuevo esquema, mientras los establecimientos 
pueden recibir mayor financiamiento, éstos deben rendir cuentas al Estado por el cumplimiento de 
metas e indicadores estandarizados. Además los establecimientos son clasificados según su 
desempeño y un bajo rendimiento conlleva a sanciones que incluye la posibilidad de cierre.  
Posteriormente, se consolida el enfoque de RdC bajo el “Sistema de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación” (2011). Éste conlleva la instauración de una nueva matriz institucional que 
se encarga de fiscalizar, evaluar, inspeccionar y sancionar todos los establecimientos públicos y 
privados-subvencionados. De este modo, se consolida un “Estado evaluador”, con la expectativa de 
corregir las principales fallas y omisiones del modelo de mercado escolar instaurado desde los años 
80.  
El objetivo de este artículo es doble. En primer lugar, examinamos las razones que explican 
la adopción de las políticas de RdC en Chile y, particularmente, del Sistema de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación (en adelante SACE). En segundo lugar, analizamos el proceso de 
elaboración de la política SACE, prestando especial atención a las relaciones dinámicas entre 
contextos, actores y discursos a la hora de producir dicha política. El artículo ofrece una descripción 
densa de la trayectoria y del proceso de adopción y re-contextualización de las medidas de RdC 
implementadas durante los 2000, siguiendo el enfoque elaborado por Verger (2016) sobre la política 
y la semiótica de la adopción de políticas.   
El artículo se estructura en cinco secciones. En la primera sección se presenta la RdC como 
política educativa global y se introducen los principales elementos teórico-analíticos que orientaran la 
investigación. Seguidamente, se presenta la estrategia metodológica que se ha seguido para elaborar 
el estudio. En tercer lugar, se expone cómo se construyeron las crisis del sistema educacional y 
cuáles fueron los factores que desencadenaron la apertura de una “ventana de oportunidad” 
(Kingdon, 1995) que facilitó la consolidación de la RdC en el esquema de mercado escolar. En 
cuarto lugar, se presenta el desarrollo del proceso de adopción de la política y la emergencia de la 
RdC como lugar de consenso y ambigüedad entre el centro-izquierda y la derecha. Por último, se 
examinan las distintas racionalidades políticas en juego y las disputas discursivas durante el proceso 
de deliberación y promulgación de la política.  
La Rendición de Cuentas como Política Educativa Global: Aportes Teórico-
Analíticos para Investigar su Adopción y Re-Contextualización 
La RdC es una pieza central en las recomendaciones elaboradas por los principales 
organismos internacionales en el campo educativo, como por ejemplo, la Organización para la 
                                                 
2 Ley Orgánica Constitucional de la Enseñanza. 
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Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y el Banco Mundial (BM). A este respecto, la RdC 
se considera central para mejorar los resultados (OCDE, 2009) y la calidad de los sistemas 
educativos, y para alinear los incentivos que orientan la acción de los distintos actores escolares 
(World Bank, 2015). 
En el campo de la educación, la RdC incluye mecanismos y procesos destinados a asegurar el 
cumplimiento de los objetivos y las obligaciones de los actores, y especialmente (aunque no 
exclusivamente), de las escuelas, los directivos y los docentes (Hatch, 2013). Según Bovens (2007), la 
RdC se puede definir como una relación que se establece entre un actor (por ejemplo, la escuela o 
los docentes) y una contraparte (como el Estado, una institución o las familias). En esta relación, el 
actor en cuestión tiene el deber y la obligación de rendir cuentas sobre su comportamiento ante el 
foro, mientras que este último tiene la capacidad de formular preguntas, solicitar evidencias y emitir 
juicios, que pueden conllevar consecuencias para el actor.  
Sin embargo, en el discurso político en educación, la RdC a menudo se emplea como un 
“concepto paraguas” (Gunter et al., 2016). La RdC puede adoptar múltiples configuraciones e 
incluye diferentes opciones de diseño y modelos, como por ejemplo, el modelo de mercado, el 
burocrático o el legal. Sin embargo, el modelo de RdC basada en pruebas (o gerencial) se está 
convirtiendo en el modelo hegemónico a nivel internacional (Parcerisa & Verger, 2016).  
Las políticas de RdC son una herramienta clave para la creación de un “mercado 
performativo” (Falabella, 2014) y para la “endoprivatización” de los sistemas educativos (Ball & 
Youdell, 2008). Los mercados escolares performativos combinan la descentralización de la gestión 
escolar, la liberalización del sistema educativo y la introducción de sistemas de financiamiento estatal 
basados en la demanda (o de “voucher”), con un Estado evaluador o “supervigilante” que se encarga 
de definir el currículum y estándares nacionales, así como también de evaluar las escuelas, difundir 
sus resultados y asignar las consecuencias que se asocian al desempeño logrado (que pueden tomar 
forma de recompensa, asesoría o de sanción).  
En este contexto, el Estado aumenta su poder, convirtiéndose en un “Estado evaluador” 
(Maroy, 2009) que gobierna una dispersa red de instituciones educativas “a la distancia” (Rose & 
Miller, 1992). El Estado ejerce de intermediario y guía en la relación mercantil que se establece entre 
oferta y demanda. Por otra parte, la escuela está sujeta a una “doble rendición de cuentas”, frente al 
Estado (a quién deben mostrar el logro de los estándares de desempeño) y frente a la demanda (las 
familias, a quien deben mostrar una oferta atractiva para aumentar la matrícula del centro, y con ella, 
los recursos). Esta configuración sigue una lógica basada en la Nueva Gestión Pública, la cual abarca 
una amplia variedad de políticas, programas y dispositivos de reingeniería organizativa y cultural (ver 
Newman, 2005; Verger & Normand, 2015). Ello implica, como argumentan Ball y Youdell (2008), la 
transformación tanto de las estructuras, como de los valores y comportamientos de los trabajadores 
de la educación y del ethos de las instituciones escolares, aunque dicha transformación no está libre de 
tensiones. 
Con el fin de analizar la adopción y re-contextualización de las políticas de RdC en Chile, y 
más concretamente su proceso de adopción y re-contextualización, utilizamos herramientas téorico-
analíticas basadas en el enfoque de “la política y la semiótica de la adopción de políticas” (Verger, 
2016), que combina elementos procedentes de dos perspectivas distintas: el Constructivismo Crítico 
(ver Hass, 2004; Hay, 2002) y la Economía Política Cultural (ver Jessop, 2010). Este enfoque es 
particularmente útil ya que permite entender el proceso de adopción como un proceso dialéctico, en 
el que intervienen ideas, discursos, relaciones de poder, así como conflictos y espacios de 
negociación entre actores, que se desarrollan en momentos y contextos concretos (Verger, 2016).  
El Constructivismo Crítico, por una parte, considera que para entender el cambio político, 
debemos fijarnos en la relación dinámica que se da entre las ideas, los actores y los contextos 
Education Policy Analysis Archives  Vol. 25 No. 89      SPECIAL ISSUE 6 
 
 
selectivos que favorecen la adopción y el impacto de ciertas estrategias políticas, en detrimento de 
otras (Hay, 2002). Este enfoque atribuye a las ideas el rol de variable independiente a la hora de 
analizar el cambio de la política (Verger, 2014). Por otro lado, la perspectiva de la Economía Política 
Cultural (EPC) aporta herramientas heurísticas que tienen una gran utilidad para la investigación 
sobre la producción de la política (Verger, 2014, 2016). Esta perspectiva subraya la importancia de 
los factores semióticos en el análisis de la articulación de las relaciones que se establecen entre la 
esfera política, económica y social (Jessop, 2010). Según Verger (2016), ambas perspectivas se 
pueden enriquecer mutuamente ya que comparten principios ontológicos. 
A este respecto, Jessop (2010) plantea que existen tres mecanismos evolucionarios que 
permiten estudiar los procesos de adopción de las ideas globales: la variación, la selección y la 
retención. La variación es el punto de partida, un momento donde los discursos y políticas 
sedimentadas entran en crisis, abriéndose una grieta para su re-politización y cambio. Los momentos 
de variación de la política pueden favorecer la apertura de “ventanas de oportunidad” para que 
actores concretos promuevan sus demandas, llamando la atención sobre determinadas problemáticas 
o situando sus reivindicaciones en el debate público (Kingdon, 1995). En esta fase se generan 
múltiples interpretaciones sobre las causas y las posibles soluciones a la crisis que entran en 
competición. A la hora de analizar el momento de variación, cabe fijarse en factores de carácter 
histórico, político y económico, así como en las presiones ejercidas por múltiples actores 
(organismos internacionales, movimientos sociales, etc.) para legitimar la necesidad del cambio en la 
política.  
La selección, implica la identificación, por parte de los policy-makers, de una narrativa 
particular sobre las causas y las soluciones más idóneas para resolver la crisis. El deseo de la política, 
que a menudo se fundamenta en la existencia o la percepción de un problema o una crisis que se 
debe resolver, se acostumbra a asociar a una solución, detrás de la cual se esconden asunciones sobre 
la teoría del cambio, ambigüedades, múltiples intereses en conflicto, omisiones y contradicciones. En 
el proceso de selección de la política, juegan un rol central aspectos como su credibilidad empírica y 
la disponibilidad de evidencias, las percepciones sobre su “viabilidad administrativa” (ver Hall, 1993) 
y la “ideología” de los tomadores de decisiones (Verger, 2014; Verger, Fontdevila & Zancajo, 2016).  
La fase de retención se refiere al proceso de sedimentación e institucionalización de los 
discursos en programas políticos concretos, y toman especial relevancia las contingencias locales (ver 
Ball, 1998; Campbell, 2004), principalmente de carácter material. Por otro lado, la retención no es 
ajena a los conflictos latentes y manifiestos existentes durante el proceso de formulación y 
producción de la política, las estrategias desarrolladas por los actores y la correlación de fuerzas 
existente a nivel parlamentario, etc. 
En definitiva, se trata de analizar las interacciones entre la dimensión  contextual y material 
en la que se formula y se produce la política, con la dimensión semiótica, en la que se producen y 
circulan las visiones y comprensiones de los actores (Verger, Curran & Parcerisa, 2015). En este 
sentido, los tres momentos identificados por Jessop (2010) y desarrollados por Verger, Fontdevila y 
Zancajo (2016), y Verger (2014, 2016), no pueden entenderse como momentos separados unos de 
otros, sino como momentos que se relacionan dialécticamente y que sirven como estrategia 
empírica-analítica para la investigación de la adopción de políticas. 
Estrategia Metodológica 
El estudio pretende analizar los discursos oficiales y el proceso de producción de las políticas 
de accountability en educación en Chile, así como examinar los actores involucrados y los factores 
(políticos, institucionales, culturales y económicos) que han mediado en la adopción de estas 
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reformas. A nivel metodológico, el estudio combina entrevistas semi-estructuradas con análisis de 
documentos. En total se realizaron 27 entrevistas, a actores involucrados en el debate y construcción 
de la política de “aseguramiento de la calidad” entre los años 2006 - 2011. La selección de los 
entrevistados fue intencional y se basó en dos ejes: la ideología y el rol del actor en el proceso de 
adopción de la reforma, distinguiendo entre políticos, funcionarios públicos, expertos y 
representantes de actores sociales (centros de pensamiento, organismos internacionales, 
movimientos sociales, sindicatos, etc.). Como resultado se entrevistó: directivos y funcionarios del 
Mineduc (5), miembros de la Agencia de Calidad de la Educación (1), asesores del Mineduc (4),  
parlamentarios de derecha y centro-izquierda (2), representantes de centros de pensamiento de 
derecha (2), funcionarios de organismos internacionales (2), líderes del movimiento estudiantil (2), 
miembros del movimiento magisterial (3), centros de pensamiento de izquierda (2) y académicos que 
participaron en el proceso de reforma educacional (4).  
En el análisis documental se incluyen leyes (Ley de Subvención Escolar Preferencial, Ley 
General de Educación, Ley de Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación) y 
actas parlamentarias,  informes gubernamentales (Informe final del Consejo Asesor Presidencial para 
la Calidad de la Educación), informes de organismos internacionales (OCDE, Banco Mundial), 
cuentas públicas anuales de los Presidentes, discursos de los Ministros de Educación de inauguración 
del año escolar y documentos públicos de los actores sociales, entre otros.  En total se revisaron 
aproximadamente 4000 páginas de documentos oficiales. 
Para examinar el material cualitativo se procedió a realizar análisis crítico del discurso 
(Fairclough, 1995), y se codificó el total del material a partir de códigos pre-establecidos referentes a 
la identificación de componentes claves del proceso de adopción de la política (rol del mercado, el 
rol del Estado, autonomía escolar, rendición de cuentas, educación pública y privada, entre otros). 
Las entrevistas fueron transcritas manualmente y se procedió al análisis mediante el software de 
análisis cualitativo Atlas.ti, versión 6.  
La Producción de la Crisis y la Ventana de Oportunidad                             
para la Reforma Educativa 
Las crisis en la política se construyen discursivamente como una urgencia mediante la 
combinación de sucesos, datos, emociones, y son elevadas a la categoría de situaciones altamente 
problemáticas. Entonces, se crea la justificación de cambio de las estructuras, narrativas y prácticas 
vigentes en el sistema educacional (Verger, 2016).  
En el caso del fortalecimiento de las políticas de RdC en Chile hubo dos momentos de 
“variación” (Jessop, 2010) que se comprenden como momentos críticos y se utilizaron para justificar 
la intensificación de la política de RdC3. La primera crisis ocurre entre fines de la década de los 90s y 
principios de los 2000 referida al “estancamiento” e inequidad en los resultados nacionales (SIMCE). 
A lo cual, luego se suma el deficiente desempeño en pruebas internacionales, como por ejemplo, el 
Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA, por sus siglas en inglés) y el Estudio 
Internacional de Tendencias en Matemáticas y Ciencias (TIMSS) (ver Bellei & Vanni, 2015). Posteriormente 
en el año 2006, emerge el segundo momento de quiebre, la “revolución pingüina”, que significó 
masivas protestas estudiantiles en contra del modelo escolar impuesto desde los años 80. Ambas 
                                                 
3 Desde la reforma de los años 80 otros momentos de percepción de crisis fueron claves para la adopción de 
las políticas. A finales de los 70 se creó la idea de una crisis de la educación pública, desfinanciada, ineficiente 
y de baja calidad; luego ha principios de los 90, la crisis era referida al abandono del Estado durante la 
dictadura. 
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crisis abrieron una “ventana de oportunidad” (Kingdon, 1995), que facilitó la introducción de las 
políticas de rendición de cuentas en el sistema educativo.  
 La primera “crisis” sucedió después de una década de inversiones y reformas en el sector 
educativo, como relata un funcionario del Ministerio de Educación de la época:   
Y aparecen los resultados del SIMCE de 4º básico el año 2001 [aplicado el año 2000] 
… Y esta era una generación de 4º básico que como que se consideraba que eran los 
que habían partido en la escuela con la reforma ya en marcha … es como que había 
pasado o había estado, había sido parte de la reforma.. y los resultados que 
aparecieron fueron no muy optimistas, o muy lejos de las expectativas, en términos 
de que fueron unos resultados que comparados con la generación de 4º básico que lo 
daba el año 96, eran más o menos similares. Eso empieza a generar un super fuerte 
debate respecto de… de la reforma y de su legitimidad y si lo estamos haciendo bien. 
Y de que los actores políticos más de… los partidos políticos, los técnicos más de 
oposición, de derechas en ese momento, empiezan a dispararle a las iniciativas de 
políticas de reforma con mucha mayor fuerza. El mundo político en general, incluso 
desde los partidos del Gobierno, empiezan a mirar, a desconfiar de lo que se estaba 
haciendo porque no se lograban resultados. Tiempo después aparecen… Chile 
empieza a participar en algunas pruebas internacionales, aparecen los resultados del 
TIMSS donde Chile aparece con tampoco no muy buenos resultados en el contexto 
internacional. Entonces, todo eso como que pone una presión super fuerte respecto 
de… pucha, se están haciendo muchas cosas pero parece que no están haciendo 
efecto, o como el efecto esperado por lo menos. (Entrevista Exdirectivo Mineduc01) 
 
La cita anterior evidencia la presión política4 y mediática (particularmente desde el diario “El 
Mercurio”) que estaba recibiendo el gobierno en ese entonces, y cómo los bajos resultados 
estandarizados ponían en cuestión la eficacia de la política del “Estado activo”.  
La decisión de la Concertación de publicar los resultados SIMCE anualmente y participar de 
las pruebas internacionales, generó un ambiente político que le dio relevancia y legitimidad a dichos 
resultados como una medición válida a las políticas educativas. Por ende, el primero en estar 
obligado en demostrar su eficacia por medio de mediciones, es el propio gobierno.  
Como consecuencia, la relevancia y la veracidad otorgada a los resultados del SIMCE 
provocó impulsar políticas alineadas con el sistema de medición que buscasen incrementar los 
resultados, y por ende el deseo de traspasar la presión hacia los establecimientos.  
Desde el punto de vista del Ministerio, era como, pucha, tenemos un problema, 
tenemos programas de apoyo a las escuelas, programas de apoyo focalizados en las 
escuelas más pobres o las que tienen más débiles resultados, pero tienen unos efectos 
bien limitados. No logramos con eso cambiar mucho, por ejemplo, P900 y otras 
cosas y otros programas no logran… y la sensación de que es un Ministerio que 
como no administra las escuelas directamente, los administran los municipios o los 
privados, no tiene como… la frase coloquial que se acuñó es que era un Ministerio 
“sin dientes”. En el sentido que podía generar nuevas orientaciones, podía generar 
nuevos recursos, podía generar materiales, programas de apoyo, pero no podía hacer 
                                                 
4 Según Bellei y Vanni (2015), la oposición de derecha argumentaba que el “estancamiento de los resultados” 
era debido a la escasa eficacia mostrada por las políticas educacionales de corte estatista que se 
implementaron durante ese período (por ejemplo, una crítica central apunta a las “rigideces laborales” 
inherentes al Estatuto Docente). 
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mucho porque no tenía muchos instrumentos para poder ejercer mucha presión [...] 
(Entrevista Exdirectivo Mineduc01). 
 
Las entrevistas reflejan que al interior del Ministerio había una sensación de despoder, un Ministerio “sin 
dientes”, por carecer de mecanismos concretos para presionar a los establecimientos. Esta sensación 
aumenta en un contexto con un mercado escolar altamente desregulado, donde los requisitos para la 
apertura de nuevos establecimientos educacionales eran escasos, y los proveedores privados 
representaban casi un 50% de la matricula total. Las escuelas con bajos resultados, expresan los 
entrevistados, disfrutaban de “total impunidad” y seguían recibiendo una subvención procedente de 
fondos públicos sin ninguna exigencia relacionada con la “calidad educativa” ofrecida a los 
estudiantes y a sus familias. Por ende, estos discursos perciben como problemático que el Estado no 
tenga ni la capacidad ni las atribuciones necesarias para ejercer presión en las escuelas e influir en sus 
prácticas.  
De esta manera, la sensación del despoder, junto a la aspiración de mayor control estatal 
sobre el mercado educativo, se potencia con la presión mediática hacia el gobierno de demostrar 
resultados evaluativos. La lógica detrás de esta idea es que el apoyo y los recursos del Estado son 
condición necesaria pero no suficiente para alinear los intereses, generar cambios en los 
comportamientos de los actores (establecimientos educacionales, sostenedores, directivos, docentes, 
etc.) y en las prácticas a nivel de aula, que deben conducir al mejoramiento de la calidad.  
Paralelamente, a principios de la década de los 2000, organismos internacionales como la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico también señalan el excesivo peso del 
mercado en el sistema educativo chileno y la necesidad de regulación del mismo. En este sentido, en 
la “Revisión de políticas nacionales de educación” de Chile, la OCDE afirma que “la educación chilena está 
influenciada por una ideología que da una importancia indebida a los mecanismos de mercado para 
mejorar la enseñanza y el aprendizaje” (OCDE, 2004, p. 290).  
Progresivamente, se sedimentó la idea de que las reformas educativas de los 90 no habían 
logrado “llegar al aula” y la necesidad de consolidar un “Estado evaluador” (Santa Cruz, 2016). Se 
comienza a dibujar de manera más clara la figura del Estado evaluador bajo una lógica gerencial que 
orienta las escuelas a “demostrar” el logro de las metas e indicadores fijados por el Estado y un 
desempeño de “calidad”. Demostrar, evidenciar, hacer observable el buen desempeño empieza a 
tornarse un eje de la gestión escolar. Por ende, se fracciona la responsabilidad, si antes era el gobierno el 
responsable de dar cuenta del “estancamiento de resultados”, ahora debían ser las escuelas.  
En consecuencia, se empezaron a establecer sistemas de incentivos individuales, como la 
Asignación de Excelencia Pedagógica (2002), que es un programa de incentivos económicos de 
carácter voluntario, o la Evaluación Docente (2004), que se aplica a los docentes ocupados en el 
sector municipal (Mizala & Schneider, 2014).  
Es importante notar que, según el discurso oficial, la introducción de las medidas de RdC 
(efecto) son consecuencia de una “crisis de resultados” (la causa), en este análisis se argumenta que 
sucede más bien lo contrario. Así, es la política la que creó la crisis, pues primero se valora y decide medir 
y publicar los resultados como algo deseable y creíble, y luego la propia política de evaluación (el 
SIMCE) crea la necesidad de más política de RdC. 
La segunda crisis se relaciona con el malestar social existente entre la sociedad civil derivado 
de las políticas educativas orientadas hacia el mercado que se habían implementado, y sus efectos 
sobre la calidad y la equidad. Las políticas neoliberales habían contribuido a la creación de un 
sistema escolar altamente segregado y con importantes niveles de desigualdad (Valenzuela, Bellei & 
De Los Ríos, 2010, 2014), que facilitó el surgimiento de un malestar social latente que cristalizó en 
una amplia protesta social liderada por los estudiantes secundarios. En suma, lo que distingue esta 
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crisis de la anterior es su origen “bottom-up” y la introducción de la idea de equidad/justicia en el 
debate público.  
El movimiento de estudiantes secundarios de 2006 emergió en primera instancia como 
respuesta al aumento del costo de la prueba de acceso a la universidad y del transporte. Sin embargo, 
el descontento social producido por estos hechos rápidamente derivó en una respuesta frente a las 
crecientes desigualdades generadas por el mercado educativo y las diferencias en la calidad de la 
educación ofrecida por las distintas tipologías de establecimientos educacionales (Bellei & Cabalín, 
2013; Donoso, 2013).  
Durante su apogeo, este movimiento social logró movilizar a una amplia mayoría de los 
estudiantes. Además, los estudiantes secundarios socializaron y generalizaron la percepción de crisis 
de la educación entre la sociedad civil y lograron situar la educación en el centro de la agenda 
política. En el programa político del primer Gobierno de Bachelet la educación era un tema 
secundario, pero frente a las masivas movilizaciones sociales (que combinaron diferentes repertorios 
de acción colectiva, como por ejemplo, manifestaciones y “tomas” de colegios), que contaban con 
un alto apoyo y legitimidad entre la opinión pública, la educación se convirtió en un tema prioritario.  
En este contexto emergió una narrativa alternativa que fue articulada principalmente por el 
movimiento de estudiantes secundarios y otros aliados organizados alrededor del denominado 
Bloque Social, que incorporaba a estudiantes secundarios y posteriormente universitarios, docentes y 
apoderados (Colegio de Profesores, Confederación de Estudiantes de Chile, Confederación de 
Estudiantes de Educación Superior Privada y la Asociación de Apoderados, entre otros). Los 
estudiantes secundarios articularon un discurso que combinaba demandas concretas a corto plazo, 
con objetivos más ambiciosos vinculados con la defensa de la educación pública, el fin del mercado 
en educación y las prácticas discriminatorias (Bellei & Cabalín, 2013). En consecuencia, exigían 
cambios profundos en lo que se refiere a la arquitectura del sistema educativo. Esta narrativa 
significaba una crítica a las políticas neoliberales implementadas desde la dictadura, y relacionaba los 
problemas de calidad y equidad del sistema educativo con la mercantilización de la educación, el rol 
subsidiario del Estado y el debilitamiento de la educación pública, que ha generado un sistema 
profundamente desigual:  
[la educación] se convirtió en una mercancía, sometida a los estrechos criterios de 
eficiencia y competitividad, donde el Estado asume sólo un rol subsidiario y 
débilmente regulador, cuyo objetivo es financiar la demanda por educación pero no 
responsabilizarse por las reales necesidades educativas de la población. Esto ha 
generado una profunda segmentación y fragmentación del sistema, afectando 
gravemente su equidad y calidad y aumentando el desequilibrio socioeducativo en 
desmedro de los sectores más postergados de nuestra sociedad (Bloque Social, 2006, 
p. 4). 
 
Frente a la crisis desencadenada por el movimiento de estudiantes secundarios, el gobierno creó un 
Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, que permitiría institucionalizar el 
conflicto social y abrir un espacio de consulta colectiva. El Consejo Asesor Presidencial fue 
conformado por 81 integrantes de distintas posiciones e incorporó a los representantes del 
movimiento estudiantil (Burton, 2012; Cox, 2012). Como veremos a continuación, en el Consejo 
Asesor Presidencial se identificaron distintas narrativas sobre las causas de la crisis del sistema 
educacional, y las potenciales soluciones a esta, sin embargo, la RdC, y particularmente el Sistema de 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación (SACE), emergió como solución de consenso entre la 
centro-izquierda y la derecha. 
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El Estado Evaluador y la Rendición de Cuentas como Solución del Fallido 
Mercado Escolar Chileno 
 
La segunda etapa o “momento” del proceso de adopción de una reforma se refiere a la 
“selección”. Se trata de un momento clave para comprender el proceso de adopción y cambio de las 
políticas educativas vigentes y se caracteriza por la identificación y selección estratégica, por parte de 
los policy-makers, de aquellos discursos sobre las causas de los problemas que existen en una sociedad 
(o en un área de la política en particular) y las soluciones para resolverlos (Verger, 2016). En el 
marco del “Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación”, los diferentes actores que 
lo integraban intentaron influir en el proceso político imponiendo su relato sobre la crisis del sistema 
educativo y sus soluciones, mientras que el Mineduc quedó relegado a un segundo plano, dejando 
que otros actores lideraran la configuración de la agenda política.  
Asimismo, el debate que se desarrolló en el interior del Consejo fue muy complejo y mostró 
la dificultad de lograr acuerdos en algunos aspectos particulares de las distintas “coaliciones 
programáticas”: izquierda, centro-izquierda (Concertación) y la derecha (Cox, 2012; Santa Cruz, 
2016). A pesar de significativas diferencias entre las distintas coaliciones programáticas, el Informe 
final del Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación (2006) plantea un gran 
consenso respecto a la necesidad de “definir estándares” y crear una “agencia pública de 
aseguramiento de la calidad”. 
Es imprescindible definir estándares de calidad que todos los establecimientos del 
país satisfagan, proponer requisitos de entrada más exigentes a la actividad educativa 
y crear una Agencia Pública de Aseguramiento de la Calidad (Consejo Asesor 
Presidencial para la Calidad de la Educación, 2006, p. 15). 
 
Poco a poco, iba tomando fuerza la idea de adoptar nuevos mecanismos de rendición de cuentas. En 
primer lugar, un sector de la centro-izquierda consideraba que la RdC permitiría fortalecer el rol 
“vigilante” del Estado, otorgándole una mayor capacidad de regular el funcionamiento del mercado 
y garantizar el derecho a una educación de calidad. En segundo lugar, la derecha interpretaba que la 
RdC era una herramienta útil para salvaguardar el mercado escolar, ya que encaja con los principios 
gerenciales de la Nueva Gestión Pública, donde los mecanismos de mercado y la orientación al 
cliente (esto es, la libertad de elección de las familias) juegan un rol prominente. Éste era un lugar de 
consenso, además, entre las élites intelectuales de la coalición de derecha (ver Beyer, 2001; Fontaine 
& Eyzaguirre, 2001) y de centro-izquierda (ver Traverso, 2004; Montt et al., 2006). 
Sin embargo, los docentes y estudiantes decidieron salir del Consejo Asesor y desmarcarse de 
dicho informe argumentando que no se sentían representados por los contenidos del mismo (Vera, 
2011). De esta manera, la coalición de izquierda demandaba profundizar en el diálogo ciudadano y se 
mostraba crítica con aquellas visiones de la educación de corte economicista presentes en el Consejo 
(Bloque Social, 2006), así como también con el redactado final del informe que no muestra con 
claridad quién defiende qué, y cuáles son las posiciones hegemónicas y subalternas en el interior del 
consejo (Santa Cruz, 2016). 
Después de entregar el informe del Consejo Asesor Presidencial, el Gobierno tomó la 
iniciativa en el desarrollo de una nueva ley educativa que debía sustituir a la ley de Pinochet, la 
LOCE. Este proyecto se acompañaría de otro proyecto de ley para la creación de una 
Superintendencia de Educación. El proyecto de Ley General de Educación (LGE) elaborado por la 
Concertación recogía algunos de los marcos discursivos y propuestas que contenía el informe que no 
generaron controversias significativas, como por ejemplo, el deber del Estado de asegurar a todos 
los estudiantes una educación de calidad, una educación obligatoria de 14 años, la promoción de 
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espacios de participación en el sistema escolar, etc. Sin embargo, otros aspectos (como por ejemplo, 
el fin del lucro o la prohibición de seleccionar el alumnado hasta 8º año de educación general básica) 
generaron una fuerte controversia con la oposición de derecha (Alianza por Chile) y también con los 
sostenedores privados, a los que se unieron la Iglesia Católica y los sectores más liberales dentro de 
la Concertación. Además, las narrativas críticas con el proyecto de ley fueron amplificadas por los 
principales medios de prensa escrita, como por ejemplo, El Mercurio y la Tercera. Con esta 
oposición, la viabilidad política de la reforma era más que dudosa. En efecto, algunos de los artículos 
de la ley necesitaban un quórum calificado para su aprobación, y en una coyuntura donde la 
coalición de centro-izquierda en el gobierno (la Concertación) ya no poseía la mayoría parlamentaria, 
junto con el anuncio por parte de la oposición de su voto contrario, las posibilidades de aprobación 
de la ley eran remotas.  
El rechazo al proyecto de ley expresado por sectores conservadores, junto con la caída de la 
popularidad del Gobierno (debido a una reforma en el transporte público de la ciudad de Santiago) y 
el veto de la derecha y de un sector liberal del Gobierno, debilitó al Gobierno y, con ello, dificultó el 
impulso de aquellas medidas que suscitaban más controversias. Por su parte, la derecha presentó su 
propia propuesta, articulada en una LGE alternativa que fortalecía los principios de autonomía 
escolar y rendición de cuentas, responsabilizando docentes y escuelas por el desempeño (con 
incentivos y sanciones) y desarrollando un Sistema de Aseguramiento de la Calidad (con una 
Superintendencia). A su vez, mantenía el rol subsidiario del Estado, aumentaba la transparencia de la 
información y fortalecía el derecho de elección de las familias. Este bloqueo, debido a la situación de 
empate en la correlación de fuerzas a nivel parlamentario, inclinó al Gobierno de la Concertación a 
tomar la decisión de construir un acuerdo con la oposición (Santa Cruz, 2016).  
En este escenario, se decidió crear una comisión técnico-política formada por un grupo muy 
reducido de representantes políticos y asesores del gobierno de la Concertación y de la oposición 
(Alianza por Chile) (ver: Larroulet & Montt, 2010). De esta manera, lo que había empezado siendo 
un proceso de deliberación que integraba a un amplio abanico de actores políticos y sociales, 
terminó siendo un debate cerrado con la participación exclusiva de una élite política (del Gobierno y 
de los partidos representados en el parlamento), encargada de construir los nuevos consensos en el 
campo de la educación (Burton, 2012). Esto refleja la tendencia al “duopolio” en los procesos de 
elaboración de políticas en Chile: 
La historia es la siguiente. El gobierno de la época presentó un proyecto de ley, de 
reforma, la Ley General de Educación. La oposición de la época consideró que este 
no era un buen proyecto de ley y le pidió a un grupo de expertos que elaborará una 
alternativa. [...] Entonces, hicimos una propuesta alternativa. Y se armó un acuerdo 
político para tratar de compaginar y compatibilizar ambas propuestas. La negociación 
fue una negociación técnica política. Siempre con el norte de mejorar la calidad. Por 
eso que el tema de accountability no fue un tema de grandes diferencias. (Entrevista 
Exdirectivo Centro de Pensamiento 06) 
 
La comisión técnica derivó en el “Acuerdo por la Calidad de la Educación” que se firmó en el año 
2007. El acuerdo estableció las bases para “el Sistema de Aseguramiento de la Calidad” y, por ende, 
la consolidación del Estado evaluador y la política de RdC. Este acuerdo fue firmado por la Ministra 
de Educación Yasna Provoste, junto al Ministro de Secretaría General de la Presidencia y los 
presidentes de las principales fuerzas políticas de la coalición de centro-izquierda del Gobierno de la 
Concertación (Partido Socialista, Partido por la Democracia, Partido Radical, Democracia Cristiana) 
y de los partidos de la oposición (Renovación Nacional, Unión Demócrata Independiente). Como se 
ha dicho, a diferencia del alcance participativo que tuvo el Consejo Asesor Presidencial, la 
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participación en esta comisión técnico-política fue muy reducida. Las conversaciones se llevaron a 
cabo con la más absoluta discreción y los principales debates de fondo se tuvieron en este espacio de 
deliberación.  
En este contexto los mecanismos de rendición de cuentas (o “accountability”), enmarcados 
bajo una lógica de NGP, emergen como solución de consenso entre los políticos y legisladores, ya 
que permiten alinear sus preferencias ideológicas. En otras palabras, la RdC permitía mantener la 
arquitectura del mercado escolar, y a la vez corregir sus “fallas”. La pérdida de confianza en “la 
mano invisible” del mercado tuvo como consecuencia ser reemplazada por una “mano visible” del 
Estado, que adopta un rol regulador, evaluador y sancionador. La nueva racionalidad política 
dominante concibe de este modo al Estado como un vigilante y “árbitro” del mercado escolar, que 
debe proteger “el derecho de los consumidores” (Falabella, 2015). Como resultado, lejos de revertir 
la lógica de mercado, las reformas de rendición de cuentas, materializadas en la Ley General de 
Educación (2009), y particularmente en el “Sistema de Aseguramiento de la Calidad” (2011), 
contribuyeron a sofisticar su funcionamiento. 
Hay propuestas, pero yo diría que la gracia de esto es que nos pusimos de acuerdo las 
dos coaliciones políticas para buscar un consenso. Porqué si tú te fijas, hay más rol 
del Estado, hay mayor, se crea la Agencia de Calidad de la Educación, se fomenta la 
obligación del Estado de dar información, pero eso facilita también la toma de 
decisiones por parte de las familias. Entonces, por eso que, te fijas, está construido 
para mejorar la calidad con un sistema mixto que satisfaga los requerimientos 
políticos de todos los sectores. (Entrevista Exdirectivo Centro de Pensamiento 06). 
 
La RdC es una política seductora de capacidad elástica, argumenta Falabella (en prensa). La ambigüedad 
política y su mixtura de principios éticos (derecho/libertad; regulaciones/diversidad; 
público/privado) permitió conseguir el beneplácito de los sectores de derecha y de centroizquierda. 
Es justamente la narrativa dual la que conquista las hebras identitarias del “duopolio” chileno. 
Intensificar la evaluación estandarizada, crear un sistema de inspección escolar y crear 
consecuencias según el nivel de desempeño escolar era una fórmula que circulaba entre los 
organismos internacionales como una “buena práctica” de política educativa (ver por ejemplo, 
Banco Mundial, 2007). Además, desde finales de los 90, se habían llevado a cabo prácticas de 
“turismo político” (Whitty, 2012), que tomaban forma de misiones en países anglosajones donde se 
había observado con atención los sistemas de aseguramiento de la calidad en educación. De este 
modo, países como Nueva Zelanda y el Reino Unido se identificaron como “sociedades de 
referencia” (Schriewer, 1990) para inspirar la reforma.  
Era necesario establecer todo un mecanismo de contención y de regulación, de 
autonomía disciplinada, que en la nomenclatura del Banco Mundial se llama este 
modelo a la neozelandesa de concesiones por la calidad. En el fondo, centros 
escolares que se comprometen con un contrato con el Estado que haga cumplir, y en 
la medida que cumplan eso el Estado les otorga financiamiento, o uno más duro 
como el Reino Unido, donde además de contratos por la calidad, existe la idea de un 
Estado que interviene cuando hay dificultades, cuando las cosas no caminan, que 
exige… y que también apoya. (Entrevista Exdirectivo Mineduc 20) 
 
Los factores anteriores vinculados al ambiente ideacional y al “soft power” (Verger, 2016), junto con 
otros factores de naturaleza política y económica fueron clave para la selección y adopción del 
SACE. En relación a estos últimos, se eligió además una opción pragmática frente a la crisis. En 
primer lugar, la existencia de capacidad de veto por parte de la derecha dificultaba la posibilidad de 
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llevar a cabo cambios más profundos, tal y como se mostró con el rechazo del primer proyecto de 
LGE y de Superintendencia. En consecuencia, algunos temas fueron descartados porque se percibía 
que no generarían consenso, o bien, porque tenían un elevado coste económico y/o podrían abrir un 
nuevo frente de conflicto (como por ejemplo, el tema de las capacidades docentes).  
Cambiar las dinámicas de mercado es difícil. Había poca disposición a eso. Poco piso 
político, poco consenso político para cambiar… y llegar a un acuerdo. Poco apoyo 
en el Congreso para hacer cambios estructurales en cuestiones como esa. En cambio, 
las cuestiones sobre atribuciones del Estado, sobre más poder, influencia, más 
accountability, había un poco más de consenso y parecían entonces por ende más 
viables políticamente y más viables de implementar. Y en el tema de las capacidades 
docentes lo que yo te decía cuando se discutió. Es como… pucha, es difícil y no 
sabemos mucho como hacerlo, es super caro, los programas que… hubo programas 
de apoyo a los docentes, de formación inicial y varias cosas en los 2000… (Entrevista 
Exdirectivo Mineduc 01) 
 
Por último, uno de los factores cruciales para su selección fue la viabilidad económica de estas 
políticas, como narran algunos entrevistados, funcionarios del gobierno en aquel período. A 
diferencia de otras medidas, como por ejemplo el fin del lucro y del copago, estas no requerían una 
gran inversión monetaria, y por ende, facilitaba que el Ministerio de Hacienda apoyara la reforma. 
En definitiva, las razones y los factores que explican la selección de la RdC, y del SACE fueron 
múltiples, y combinan la convicción política, el pragmatismo, y el ambiente ideacional a nivel global 
y nacional.  
La Construcción del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad: Fase 
de Institucionalización y Disputas de la Política 
La fase de retención se refiere al momento en el que las soluciones políticas seleccionadas 
por los gobiernos son (o no) institucionalizadas. En esta fase tienen un gran peso los factores 
domésticos y las dinámicas de negociación y resistencia entre los principales actores (Verger, 2016). 
Para entender el proceso de selección, promulgación e institucionalización del SACE es importante 
tener en cuenta la configuración del sistema político chileno de corte Presidencialista, y la capacidad 
de veto que tenía la derecha en ese momento, derivada de la correlación de fuerzas existente a nivel 
parlamentario.  
El proceso de “institucionalización” del SACE se desarrolló mediante la promulgación de la 
Ley General de Educación (2009), donde se aprueba la nueva institucionalidad, y posteriormente la 
ley del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media 
(2011), donde se desarrolla normativamente el SACE y su despliegue. Sin embargo, las 
negociaciones pre-legislativas que se llevaron a cabo en el marco de la comisión técnico-política 
fueron cruciales para comprender la forma que adoptaría finalmente el SACE. 
En general, había un consenso entre el Gobierno y la oposición en el diagnóstico y en la 
solución, esto es, la necesidad de regular el mercado escolar para corregir sus fallas y alinear los 
incentivos de los actores, creando mecanismos de fiscalización y de control para presionar a las 
escuelas hacia la mejora de los resultados escolares. Sin embargo, a pesar del consenso que se había 
fraguado en la comisión técnico-política, durante el proceso de promulgación de la LGE hubo 
intensos debates y fuertes divergencias, especialmente dentro de la coalición de centro-izquierda. 
Dentro de la Concertación existían diferentes sectores con posiciones que no coincidían en 
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cuestiones clave, como por ejemplo, el lucro, la selección de estudiantes y el rol de la educación 
pública.   
En los debates parlamentarios que se desarrollaron en el marco de la discusión de la LGE 
(2009) y de la ley del SACE (2011), se vislumbró la estrechez de los desacuerdos entre ambas 
coaliciones respecto de la nueva institucionalidad y el fortalecimiento de la RdC (aunque respecto a 
otras políticas propuestas había mayores diferencias). En base al análisis de la discusión 
parlamentaria, se evidencia que durante la promulgación de la LGE, la mayoría de los parlamentarios 
se mostraron favorables a reforzar las políticas de RdC (también ver: Santa Cruz, 2016). Por otra 
parte, la evidencia que proporcionó el Banco Mundial por encargo del Ministerio de Educación, fue 
muy relevante en el debate de ambas leyes (Entrevista Parlamentario Concertación17) y resultó clave 
para “cambiar el veto que tenía la derecha respecto a la LOCE” (Entrevista Exdirectivo Centro de 
Pensamiento 05). El Banco Mundial se encargó de producir varios informes de diagnóstico y diseño 
del SACE que estuvieron muy presentes en el debate parlamentario, sobre todo el primero titulado 
El diseño institucional de un sistema efectivo de aseguramiento de la calidad de la educación en Chile (Banco 
Mundial, 2007).  
En el año 2008, las divisiones internas dentro del Gobierno de la Concertación hicieron que 
éste valorara la posibilidad de pactar con la derecha, ya que no disponía de los apoyos suficientes a 
nivel parlamentario para promulgar la reforma. Los sectores más izquierdistas de la coalición de 
Gobierno percibieron que el “protocolo de acuerdo” sobre la LGE se parecía más al contraproyecto 
de la derecha, que al proyecto de ley inicial del Gobierno (Santa Cruz, 2016).  
En este contexto, el Gobierno decidió otorgar carácter de urgencia a la LGE, a pesar de la 
oposición del Colegio de Profesores, los estudiantes y una fracción importante de parlamentarios 
críticos de la propia coalición de centro-izquierda, que demandaban llevar a cabo un proceso 
deliberativo más profundo. De esta manera, el Gobierno logró censurar el debate y la aprobación de 
la ley, gracias a los votos favorables de la derecha. No obstante, la aprobación de la LGE se hizo en 
una coyuntura de fuertes divisiones internas dentro del Gobierno y de movilizaciones sociales 
lideradas por los docentes.  
De hecho, durante la discusión en la sala, pocas semanas antes de la aprobación de la LGE, 
varios parlamentarios representantes del fragmento más crítico dentro de la Concertación 
manifestaban sus desacuerdos con la norma que se iba a promulgar, ya que consideraban que ésta no 
alteraba la lógica del mercado y no se comprometía firmemente con la educación pública y la lucha 
contra las desigualdades. Por ejemplo, la siguiente cita del Parlamentario Carlos Montes (Partido 
Socialista), ilustra el posicionamiento de esta fracción durante la discusión de la LGE:  
la LGE contiene avances parciales […], pero, en el fondo, no sale de la lógica del 
modelo de mercado y se mantienen sin modificación las cuestiones fundamentales. 
No hay una opción contundente por el humanismo en la educación; no se reconoce 
la importancia de la educación pública para enfrentar las desigualdades y para 
fomentar la integración, y no se establece la responsabilidad preferente del Estado 
por la educación pública (Carlos Montes, Historia de la Ley Nº 20.370, p. 1498). 
 
Posteriormente, el Gobierno de la Concertación enviaría el proyecto de ley del SACE, que fue 
aprobado en el Senado, aunque luego no superó el trámite en la Cámara de Diputados, que lo 
rechazó y lo envío a Comisión Mixta5 (García-Huidobro & Bellei, 2010). En un contexto donde se 
                                                 
5 El Congreso de Chile está formado por dos Cámaras, la Cámara de Diputados y el Senado de la República. 
Cuando surgen divergencias y/o conflictos entre ambas cámaras durante el proceso de tramitación de un 
proyecto de ley, la Comisión Mixta (que está formada por 5 senadores y 5 diputados), se encarga de la 
resolución de dichas divergencias.   
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acercaba el final de la legislatura del Gobierno de Bachelet, y siendo conscientes de que 
posiblemente la derecha ganaría las próximas elecciones y se encargaría de promulgar la Ley SACE, 
el sector crítico de la Concertación prefirió enviar el proyecto de ley a Comisión Mixta. El sector 
crítico creía que de este modo sería más factible influir en la definición final del SACE y corregir 
algunos de los “defectos” vinculados a los aspectos controvertidos enunciados anteriormente, a los 
que se sumaron la definición del concepto de calidad, el rol que debía desempeñar el Ministerio de 
Educación, las competencias atribuidas a la Superintendencia o el alineamiento del SACE con otras 
políticas de RdC como la ley de Subvención Escolar Preferencial (Berner & Bellei, 2011). 
Yo era diputado, participé en el debate más general como diputado, pero también en 
la Comisión de Hacienda. La Comisión de Hacienda de la Cámara [de Diputados] fue 
la que bloqueó este proyecto e impidió que saliera y lo mandó a Comisión Mixta para 
re-estudiar algunos aspectos. Los aspectos que yo recuerdo y diría más importantes 
fueron el concepto de calidad que estaba en la Agencia de Calidad, el segundo era… 
que todo el sistema estaba separado eran una serie de cuestiones paralelas y no tenían 
ninguna coordinación entre la Superintendencia, la Agencia, la Comisión Nacional de 
Educación y el Ministerio. Eran cuestiones totalmente separadas unas de otras. Y la 
cuarta cosa es que no había ninguna singularidad para la educación pública 
(Entrevista Parlamentario Concertación 04). 
 
Finalmente, la aprobación del proyecto de ley permitiría la implementación del SACE, que contaría 
con la creación de dos nuevas instituciones, la Agencia de Calidad y la Superintendencia, que junto al 
Ministerio de Educación, articularían un sistema de aseguramiento encargado de la provisión de 
apoyo pedagógico, así como de inspeccionar, evaluar, clasificar, fiscalizar y sancionar a las escuelas 
en función de su desempeño. Sin embargo, como señalan Berner y Bellei (2011, p. 74), algunos de 
los aspectos que incorporan, como por ejemplo, “el cierre de establecimientos públicos aun en zonas 
en donde no haya más oferta pública”, o las sanciones asociadas al desempeño, son problemáticas 
debido a las dificultades de su medición y al efecto del contexto social y académico de los 
establecimientos en los resultados.  
En definitiva, durante la década de los 2000 se llevó a cabo un complejo proceso político que 
derivó en la adopción de nuevos mecanismos de RdC basados en la lógica de la NGP. Contra-
intuitivamente, el mercado ha precisado de la intervención estatal para regular sus múltiples fallas. 
Sin embargo, lejos de revertir la dinámica del mercado, mediante la introducción de nuevas 
herramientas de control desde el Estado, se han sofisticado los mecanismos de competencia y 
diferenciación de la oferta escolar. Ahora bien, estas reformas no lograron satisfacer las demandas 
sociales formuladas por el movimiento estudiantil, sino que luego de la promulgación de la Ley 
SACE el debate continuó, surgiendo nuevos actores sociales, como por ejemplo, la plataforma Alto 
al SIMCE (ver Pino, Oyarzún & Salinas, 2016) y el Movimiento por la Unidad Docente (ver 
González, 2015), que han tratado de revertir la actual arquitectura del sistema educativo.  
Asimismo, un creciente número de investigaciones cualitativas han discutido los efectos de 
las políticas de RdC, mostrando los efectos perversos y las tensiones que generan sobre los 
diferentes actores escolares, y especialmente sobre los docentes, en términos tanto de sus prácticas 
como de sus subjetividades (Acuña et al. 2014; Assaél et al., 2014; Carrasco, 2010; Falabella, 2013, 
2016a). La literatura evidencia que estas políticas tensionan a los docentes y a las escuelas, 
desencadenando la adopción de comportamientos estratégicos (como por ejemplo, el “teaching to 
the test” o la reducción del currículum) para mejorar el desempeño en las pruebas de evaluación 
estandarizadas. A su vez, se encuentra que estas tensiones se exacerban en aquellos contextos más 
vulnerables (Falabella, 2016b). Por otro lado, múltiples investigaciones señalan que las políticas de 
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RdC han contribuido a reconfigurar las subjetividades de los docentes, mediante la sofisticación de 
los mecanismos de control y la estandarización de los objetivos y las prácticas pedagógicas, limitando 
así su autonomía profesional y generando nuevas “subjetividades de sumisión” ante la RdC, que se 
expresan mediante sentimientos de “ansiedad”, “estrés”, “agobio” y “culpa” (Cornejo et al. 2015; 
Fernández, 2016; Rojas & Leyton, 2014). 
  Conclusiones 
La trayectoria de las reforma de RdC en el caso chileno es atípica, ya que la emergencia de 
los mecanismos de RdC surge por la necesidad de regular el mercado escolar y sus múltiples fallas, 
sustituyendo la “mano invisible” del mercado por la “mano visible” del Estado Evaluador. El 
presente artículo ha examinado los antecedentes de estas reformas, y cómo los discursos y las 
soluciones políticas que circulaban a nivel global y nacional, fueron tejiendo y consolidando la idea 
en el campo educativo chileno de que se requería más Estado para regular y sofisticar el 
funcionamiento del mercado.  
El artículo muestra cómo la confluencia de la crisis educativa asociada al estancamiento de 
los resultados en las evaluaciones estandarizadas como SIMCE y PISA, junto con las protestas 
protagonizadas por el movimiento estudiantil de 2006, facilitó la apertura de una “ventana de 
oportunidades” políticas (Kingdon, 1995) que fue aprovechada estratégicamente por los policy-makers 
para consolidar las medidas de RdC y el modelo de Estado evaluador. 
A este respecto, la protesta social liderada por el movimiento estudiantil de 2006 derivó en la 
conformación de un Consejo Asesor Presidencial promovido por el Gobierno de la Concertación 
como vía para institucionalizar el conflicto social. En el Consejo Asesor Presidencial se formularon 
una amplia gama de propuestas para la reforma. Sin embargo, posteriormente, el Gobierno crearía 
una comisión técnico-política con la que se retornaría a la “política de los consensos” imperante en 
los sucesivos gobiernos de la Concertación, y que se definía por la negación de debates de corte 
estructural (Alarcón-Leiva, Johnston y Frites-Camilla, 2014). La negación de estos debates permitió 
mantener la armonía política del bipartidismo, pero a su vez, supuso un creciente divorcio con la 
ciudadanía, que reclamaba reformas más profundas.  
En referencia a la selección de la política, los resultados subrayan la importancia del carácter 
polisémico de la RdC. Según Verger y Normand (2015), la amplia diseminación y aceptación de 
algunas tecnologías políticas como la RdC se debe a que actúan como un “significante flotante”, ya 
que pueden adaptarse muy fácilmente a los discursos de tradiciones ideológicas diferentes, como el 
conservadurismo, el neoliberalismo, el social-liberalismo o la socialdemocracia. A pesar de las 
diferencias programáticas entre el Gobierno de centro-izquierda y la derecha, existía un diagnóstico 
compartido y un amplio consenso en que la RdC, bajo una lógica de NGP, era la solución política 
más deseable. Por una parte, la RdC permite atraer y conjugar los valores enraizados en la política 
tradicional de la derecha, que se adhiere a una lógica de mercado y ve en la RdC un mecanismo clave 
para fortalecer el “derecho a la libertad de elección” y mejorar la información de los consumidores. 
Por su parte, el centro-izquierda, que reivindica un mayor rol del Estado en la gobernanza del 
sistema educativo, percibe la RdC como una herramienta fundamental para guiar y controlar las 
escuelas a la distancia y promover la equidad del sistema educativo.  
En efecto, la política de RdC se erigió en Chile como una propuesta factible desde el punto 
de vista técnico y económico, y a su vez permitía alinear entre sí las preferencias ideológicas de los 
policy-makers de las principales coaliciones políticas. Además, la racionalidad política que abogaba por 
la RdC también se alineaba con las ideas que circulaban a nivel global, y concretamente con las 
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propuestas diseminadas por los organismos internacionales en el contexto del Post-Consenso de 
Washington.  
Sin embargo, a pesar del consenso entre la derecha y el centro-izquierda sobre la necesidad 
de fortalecer el Estado evaluador y la política de RdC, durante la fase de promulgación e 
institucionalización de la política también hubo divergencias y tensiones entre ambas coaliciones, 
entre diferentes facciones de la coalición de centro-izquierda, y entre los discursos hegemónicos en 
el campo político y las reivindicaciones de los actores sociales. Los principales debates pivotaron 
alrededor de cuestiones como la regulación del sector privado y la prohibición (o no) de lucrar y de 
seleccionar al alumnado, el concepto de calidad, la problemática de la inequidad educativa y el rol 
preferente del Estado frente a la educación pública.  
La política es “un proceso, algo en desarrollo, interaccional e inestable” (Ball, 2008, p. 7). En 
el caso de las reformas estudiadas, a pesar de los consensos existentes entre el Gobierno y la 
oposición, los principales debates que se censuraron en la arena política durante el ciclo de reformas 
analizado (entre los cuales destaca el rol de la educación pública y la eliminación del voucher, entre 
otros) siguen presentes. Asimismo, en los últimos años han surgido nuevos actores sociales en el 
campo educativo chileno (integrados por docentes, académicos y estudiantes) y, con ellos, también 
han emergido nuevas narrativas y prácticas de acción colectiva, que han puesto en cuestión las 
políticas de RdC y estandarización.  Por lo tanto, nos encontramos ante un proceso dinámico, con 
resistencias y pequeños cambios desde la política (por ejemplo, se redujeron el número de pruebas 
SIMCE y no se continuó confeccionando “rankings de escuelas”), aunque de momento, en general 
la lógica de RdC persiste.  
En definitiva, este artículo subraya la complejidad de los procesos de adopción de políticas y 
los múltiples factores, de ámbito tanto nacional como internacional, que convergen en la producción 
de la política educativa. En el artículo, hemos puesto de relieve que los procesos de adopción de 
reformas educativas son el resultado de relaciones dinámicas entre actores, discursos y estrategias, y 
de procesos de negociación complejos cuyos resultados son contingentes a los contextos políticos e 
históricos en los que se llevan a cabo.  
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